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                                                             Resumen
El presente estudio tuvo como propósito analizar la gestión educativa y el reconocimiento oficial de estudios superiores en México, con énfasis en la validez de los estudios, la titulación universitaria y la expedición de cédulas profesionales, considerando las implicaciones generadas por la coexistencia de esquemas federales y estatales. Metodológicamente, se desarrolló una investigación cualitativa de tipo documental, con orientación analítico-interpretativa y sustentada en el método hermenéutico-analítico. El corpus estuvo conformado por 42 documentos normativos e institucionales, así como literatura académica relevante publicada entre 2015 y 2024, seleccionada mediante criterios de pertinencia y vigencia. El análisis se realizó en cuatro fases: recopilación, clasificación temática, comparación normativa e integración interpretativa mediante una matriz analítica, complementada con triangulación de fuentes para fortalecer la trazabilidad y consistencia del estudio. Los hallazgos evidencian que la ruptura de la coordinación nacional en la expedición de cédulas profesionales desde 2018 ha generado confusión normativa, vacíos regulatorios y conflictos de competencia entre la Federación y diversas entidades federativas, con efectos directos en los procesos de certificación profesional. En conclusión, se requiere una reforma legal integral que restablezca la coherencia del sistema, garantice seguridad jurídica y fortalezca la unidad administrativa del reconocimiento profesional en México.
Palabras clave: educación superior, enseñanza universitaria, reconocimiento de estudios, título de grado. 
Abstract
This study aimed to analyze educational management and the official recognition of higher education studies in Mexico, with emphasis on the validity of academic programs, university degree awarding, and the issuance of professional licenses, considering the implications arising from the coexistence of federal and state-level schemes. Methodologically, a qualitative documentary research design was adopted, with an analytical-interpretative orientation and grounded in the hermeneutic-analytical method. The corpus consisted of 42 normative and institutional documents, as well as relevant academic literature published between 2015 and 2024, selected based on criteria of relevance and regulatory validity. The analysis was conducted in four phases: document collection, thematic classification, normative comparison, and interpretative integration through an analytical matrix, complemented by source triangulation to strengthen traceability and analytical consistency. The findings show that the breakdown of national coordination in the issuance of professional licenses since 2018 has generated regulatory confusion, legal gaps, and jurisdictional conflicts between the federal government and several states, directly affecting professional certification processes. In conclusion, a comprehensive legal reform is required to restore system coherence, ensure legal certainty, and strengthen the administrative unity of professional recognition in Mexico.
Keywords: degree, higher education, recognition of studies, university education. 

Introducción
En México, el proceso de culminación de los estudios de nivel superior implica no solo la finalización académica en términos curriculares, sino también el cumplimiento de una serie de requisitos administrativos y jurídicos que permiten al egresado ejercer legalmente una profesión. Tradicionalmente, este proceso se respalda en tres documentos fundamentales: el certificado de estudios, el título profesional y la cédula profesional (también denominada, en algunos contextos, patente). Cada uno de estos documentos cumple una función específica en el reconocimiento formal de los conocimientos adquiridos y en la habilitación legal para el ejercicio profesional.
Uno de los principales elementos de análisis en la actualidad es la emisión de la cédula profesional, un documento de carácter legal que históricamente ha sido expedido por la autoridad federal, concretamente por la Dirección General de Profesiones (DGP), adscrita a la Secretaría de Educación Pública (SEP). Sin embargo, a partir del 1 de octubre de 2018, se puso fin a los convenios de coordinación entre la SEP y los gobiernos estatales para la emisión de cédulas profesionales de orden federal. Desde entonces, algunas entidades federativas han comenzado a emitir cédulas profesionales estatales, situación que ha generado confusión jurídica y administrativa respecto de la validez, el uso y el reconocimiento de dichos documentos, tanto dentro como fuera de las entidades emisoras.
Esta modificación ha generado una disputa competencial entre los ámbitos federal y estatal, lo que plantea interrogantes sobre la validez jurídica nacional de una cédula profesional emitida por un gobierno estatal, especialmente cuando no se encuentra registrada o reconocida por la DGP. Por ello, resulta fundamental distinguir con claridad las atribuciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes secundarias otorgan tanto a la federación como a los estados en materia educativa y de ejercicio profesional.
Desde el punto de vista jurídico, el Registro de Validez Oficial de Estudios (RVOE) constituye otro elemento clave, en tanto es el acto mediante el cual una institución educativa obtiene autorización oficial para impartir estudios con reconocimiento federal o estatal. En este punto, también es necesario diferenciar entre RVOE federal y RVOE estatal, ya que, dependiendo de la autoridad que lo otorgue (la SEP o la autoridad educativa local), se determinan procedimientos específicos para el otorgamiento de títulos y, en consecuencia, para la expedición de la cédula profesional.
La dispersión de facultades ha dado lugar a dificultades prácticas para los egresados, quienes enfrentan procesos burocráticos disímiles, retrasos en la emisión de sus documentos y, en ocasiones, incertidumbre sobre la validez nacional de su cédula. A ello se suman los retos tecnológicos asociados a la digitalización de los trámites, la falta de información uniforme y la limitada coordinación entre niveles de gobierno.
Este trabajo, por tanto, se orienta a desentrañar el entramado normativo y administrativo que regula la emisión de los documentos vinculados con la titulación profesional en México. Para ello, se analizarán los artículos aplicables de la Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional, de la Ley General de Educación Superior (2021) y de los marcos normativos estatales, en contraste con políticas públicas recientes. Asimismo, se incorporarán cifras actualizadas sobre el número de cédulas emitidas a nivel estatal y federal, así como estudios de caso en entidades donde se han implementado esquemas de emisión estatal.
En síntesis, se busca ofrecer una visión crítica y propositiva sobre los desafíos que enfrenta el país para garantizar una culminación integral, equitativa y jurídicamente válida de los estudios de nivel superior, con miras a preservar la seguridad jurídica y la calidad del ejercicio profesional en México.
Marco conceptual y legal de títulos y cédulas profesionales
El artículo 3.º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM, 2024) establece que todas las personas tienen derecho a la educación, y que el Estado —federación, entidades federativas y municipios— la impartirá y garantizará en sus diferentes niveles. Asimismo, de acuerdo con el segundo párrafo del propio artículo, corresponde al Estado la rectoría de la educación.
El primer párrafo del artículo 5.º de la CPEUM (2024) dispone que a ninguna persona se le puede impedir dedicarse a la profesión, industria, comercio o trabajo que elija, siempre que sean lícitos; mientras que en el segundo párrafo se establece: “La ley determinará en cada entidad federativa cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo”. Por su parte, el artículo 73 de la CPEUM (2024) establece las facultades del Congreso, y en su fracción XXV señala que los títulos expedidos por instituciones educativas reconocidas tendrán efectos en toda la República. A su vez, la fracción V del artículo 121 de la CPEUM (2024) establece que los títulos profesionales expedidos por autoridades estatales serán válidos en toda la nación mexicana.
Del artículo 3.º constitucional se deriva la Ley General de Educación (LGE, 2024), la cual, en el segundo párrafo de su artículo 1.º, establece que los particulares deberán contar con autorización o reconocimiento de validez oficial para impartir educación. 
Asimismo, el artículo 141 de la LGE dispone que los estudios realizados dentro del Sistema Educativo Nacional se considerarán válidos en toda la República, y que las instituciones educativas federales y estatales podrán expedir certificados, diplomas, 
títulos o grados académicos a quienes hayan concluido sus estudios conforme a los requisitos establecidos.
El primer párrafo del artículo 146 de la LGE (2024) señala que los particulares podrán impartir educación —considerada un servicio público—, para lo cual deberán contar con autorización o reconocimiento otorgado por el Estado. En este marco, la LGE regula las titulaciones requeridas para el ejercicio profesional en el país y establece la exigencia del Registro de Validez Oficial de Estudios (RVOE) para las instituciones particulares que imparten educación media superior o superior.
La Dirección General de Acreditación, Incorporación y Revalidación (DGAIR, 2007) de la Secretaría de Educación Pública (SEP) señala que “la educación es un servicio público a cargo del Estado, susceptible de ser concesionado a los particulares por medio de dos diferentes actos jurídico-administrativos: la autorización y el RVOE” (p. 3). A su vez, la Ley General de Educación Superior (LGES, 2021) refuerza y precisa lo establecido por la LGE en materia del nivel superior. En su artículo 14, la LGES (2021) indica que los certificados, diplomas, títulos profesionales o grados académicos expedidos por particulares deberán contar previamente con un RVOE.
El RVOE en el nivel superior tiene como finalidad otorgar garantía y protección legal a los estudios y programas académicos cursados en instituciones educativas, con el propósito de posibilitar la obtención del título y la cédula profesional, habilitando así el ejercicio profesional. En términos normativos, el Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios constituye el acto mediante el cual la autoridad educativa federal o estatal reconoce oficialmente un plan y programa de estudios impartido por una institución particular, permitiendo que los estudios realizados tengan validez dentro del Sistema Educativo Nacional (Ley General de Educación, 2024; Ley General de Educación Superior, 2021). 
En México se distinguen dos tipos de RVOE: (1) federal, otorgado por la autoridad educativa federal; y (2) estatal, concedido por las autoridades educativas de las entidades federativas. Ambos poseen la misma validez dentro del Sistema Educativo Nacional, diferenciándose únicamente por la autoridad que los expide. Asimismo, el sistema mexicano de educación superior reconoce diversas formas de incorporación y reconocimiento institucional, entre ellas los programas con RVOE federal, los programas con RVOE estatal y aquellos impartidos por instituciones públicas autónomas o facultadas legalmente para incorporar estudios, como la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), el Instituto Politécnico Nacional (IPN) y las universidades públicas estatales. 
Se observa, además, que algunos RVOE estatales no se encuentran listados en el Sistema de Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (SIRVOE) de la SEP. Por ello, cada entidad federativa dispone de portales propios para su consulta, sin una presentación estandarizada; en algunos casos, solo se consigna el nombre del programa con RVOE estatal en una o dos líneas, lo cual limita la verificación detallada del programa académico. En este escenario, las instituciones particulares deben equilibrar valores económicos y formativos, considerando tanto la inversión financiera como el desarrollo académico-profesional del estudiantado.
La obtención del Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE) exige que las instituciones particulares acrediten el cumplimiento de condiciones académicas, administrativas y de infraestructura establecidas por la autoridad educativa. Entre los principales requisitos se encuentran la presentación del plan y programa de estudios, el mapa curricular, la disponibilidad de personal académico calificado, la infraestructura física y tecnológica, los servicios bibliotecarios, los procedimientos de control escolar y los mecanismos para la expedición de certificados, diplomas, títulos y grados académicos. Asimismo, se evalúan aspectos relacionados con la organización institucional, los recursos documentales y los procesos de gestión académica, con el propósito de garantizar la calidad y viabilidad de la oferta educativa (Secretaría de Educación Pública, 2017).
La propia DGAIR (2007, p. 4) establece que: (1) la autorización y el RVOE se otorgan a un particular por cada plan y programa de estudios; (2) ambas figuras solo se conceden a instituciones privadas, no a entes públicos; (3) con la autorización, un particular puede impartir un programa de estudios, mientras que el RVOE reconoce oficialmente un programa impartido por una institución particular; y (4) la autorización o el RVOE otorgados por entidades federativas rigen en su territorio. En consecuencia, una universidad privada puede ofrecer algunos programas con RVOE y otros sin este reconocimiento.
La documentación oficial que acredita la conclusión de estudios de nivel superior en México se integra, principalmente, por tres elementos: (1) certificado de estudios; (2) título profesional; y (3) cédula profesional. El certificado de estudios registra las calificaciones de las asignaturas cursadas, el periodo de cursado y los créditos académicos. Este documento se tramita ante autoridades educativas federales o estatales, que deben avalarlo y firmarlo digitalmente para que adquiera validez oficial; un procedimiento equivalente se requiere para el título profesional, una vez emitido el certificado.
Según Alto Nivel (2023), “el título profesional es un documento expedido por la universidad o institución educativa donde se cursó la carrera, el cual acredita que una persona ha concluido sus estudios en una carrera universitaria, técnica o tecnológica” (párr. 15). Asimismo, el artículo 1.º de la Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional, relativo al Ejercicio de las Profesiones en la Ciudad de México (2018), define el título profesional como el documento expedido por instituciones educativas públicas o particulares con RVOE, otorgado a favor de quien concluye los estudios correspondientes o de quien demuestre poseer los conocimientos necesarios conforme a dicha ley.
Cada institución de educación superior puede establecer las modalidades de titulación aplicables a sus programas académicos, siempre que estas se encuentren previstas en su normativa interna y formen parte de las condiciones académicas autorizadas por la autoridad educativa competente. En este marco, el otorgamiento y la conservación del Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE) implican la verificación del cumplimiento de los requisitos académicos, administrativos y normativos establecidos para cada programa educativo. En consecuencia, existen diversas modalidades de titulación según el nivel de estudios, tales como técnico superior universitario, licenciatura, especialidad, maestría y doctorado (Ley General de Educación Superior, 2021; Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional, 2018).
La cédula profesional es el documento oficial expedido por la Dirección General de Profesiones (DGP) o por instancias estatales equivalentes, que acredita la conclusión de estudios de nivel superior y habilita legalmente el ejercicio de determinadas profesiones. Su obtención suele considerarse el paso final del proceso de certificación profesional, al consolidar la titulación completa y la posibilidad de ejercicio formal.
Para Alto Nivel (2023), “la principal diferencia entre el título y la cédula profesional es que el título acredita la formación académica, mientras que la cédula profesional acredita el ejercicio de la profesión” (párr. 14). En ese sentido, la cédula profesional es un requisito indispensable para ejercer ciertas profesiones —como las del área de la salud, el derecho, la contaduría pública, la ingeniería civil o la arquitectura, entre otras—; por tanto, no es posible ejercerlas legalmente sin contar con la cédula correspondiente.
Al igual que ocurre con el RVOE, en la práctica se observan esquemas de emisión de cédulas profesionales de carácter federal y estatal. Si bien las entidades federativas poseen atribuciones para legislar en materia de ejercicio profesional en sus territorios, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN, 2023) ha señalado que “la regulación que rige la expedición de los títulos profesionales es inaplicable a las cédulas” (p. 15), lo que exige un análisis normativo preciso sobre competencias y alcances.
Actualmente, los tres documentos oficiales que acreditan los estudios universitarios (certificado, título y cédula profesional) se gestionan mediante tramitación en línea. El certificado y el título son tramitados por las universidades o instituciones de educación superior, por lo que no pueden gestionarse de manera personal. En cambio, la cédula profesional constituye un trámite personal, aplicable a mexicanos o residentes extranjeros que cuenten con Registro Federal de Contribuyentes (RFC) y con firma digital del Sistema de Administración Tributaria.
Método 
El estudio se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, con diseño documental y orientación analítico-interpretativa, dirigido a comprender las implicaciones jurídicas, administrativas y educativas derivadas de la coexistencia de cédulas profesionales federales y estatales en México. Este enfoque resultó pertinente, dado que el fenómeno examinado —la gestión y la validez oficial del reconocimiento de estudios superiores— se configura principalmente en el ámbito normativo y político-institucional, más que en el plano empírico o estadístico. En concordancia con Hernández-Sampieri, Fernández y Baptista (2022), la investigación cualitativa permite examinar fenómenos complejos mediante la interpretación de significados, contextos y relaciones, particularmente útil en el análisis de marcos regulatorios y estructuras de gobernanza educativa.
En este sentido, la investigación se clasificó como un estudio documental de carácter jurídico-educativo, sustentado en el método hermenéutico-analítico, el cual facilita la comprensión crítica de textos normativos, administrativos y doctrinarios considerando su contexto histórico, su alcance institucional y sus efectos prácticos. El alcance del estudio fue descriptivo-analítico, pues se orientó a identificar, examinar y sistematizar atribuciones, competencias y posibles tensiones intergubernamentales vinculadas con el reconocimiento oficial de estudios, la titulación universitaria y la expedición de cédulas profesionales.
El corpus estuvo conformado por 42 documentos oficiales y académicos publicados entre 2015 y 2024, seleccionados por su relevancia normativa y pertinencia temática. Se incluyeron documentos del periodo 2015-2017 como antecedentes regulatorios y de reorganización institucional, y se priorizó el periodo 2018-2024 por corresponder a los cambios administrativos asociados a la coexistencia de esquemas federales y estatales de certificación profesional.
Las fuentes se agruparon en tres bloques principales:
a) Fuentes normativas federales: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Ley General de Educación (2024), Ley General de Educación Superior (2021), Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional y su Reglamento (2018), así como decretos, oficios y lineamientos emitidos por la Secretaría de Educación Pública (SEP) y dependencias vinculadas al reconocimiento oficial.
b) Fuentes estatales: normativas, reglamentos institucionales y portales oficiales de Secretarías de Educación y Direcciones Estatales de Profesiones de entidades federativas que registran o gestionan esquemas estatales de expedición de cédulas profesionales (entre ellas: Baja California, Coahuila, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Nayarit, Querétaro y Sonora).
c) Fuentes académicas y doctrinarias: artículos científicos, tesis de posgrado y documentos técnicos de organismos como la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (ANUIES, 2023) y la Dirección General de Acreditación, Incorporación y Revalidación (DGAIR, 2007).
Los documentos fueron localizados en repositorios y portales oficiales (Diario Oficial de la Federación, Gobierno de México, ANUIES, Redalyc y SciELO México), lo que fortaleció su verificabilidad y procedencia institucional.
Criterios de inclusión y exclusión
a) Se aplicaron los siguientes criterios de inclusión:
b) documentos vigentes o reformados en el periodo 2018-2024, así como antecedentes normativos relevantes desde 2015;
c) textos con alcance federal o estatal vinculados con reconocimiento oficial de estudios, procesos de titulación o ejercicio profesional;
d) publicaciones académicas que abordaran regulación, gobernanza o administración educativa en educación superior;
e) documentos emitidos por autoridades, organismos oficiales o instituciones académicas con trazabilidad verificable.
Se excluyeron materiales periodísticos no verificables, textos de opinión sin respaldo normativo, duplicados sin modificaciones sustantivas y documentos sin procedencia institucional confirmable.
El análisis documental se desarrolló en cuatro fases:
Búsqueda y recopilación: identificación y descarga de documentos normativos, institucionales y académicos relevantes en repositorios oficiales y bases documentales seleccionadas.
Clasificación temática: organización del corpus en tres ejes analíticos: (i) reconocimiento de estudios (RVOE), (ii) procesos de titulación y (iii) expedición de cédulas profesionales.
Análisis comparativo normativo: lectura interpretativa y contraste sistemático entre disposiciones federales y estatales, identificando convergencias, vacíos, ambigüedades y posibles contradicciones de competencia.
Síntesis e integración: consolidación de hallazgos mediante una matriz analítica comparativa, incorporando categorías como autoridad emisora, fundamento legal, alcance territorial, procedimiento administrativo y efectos para el egresado.
Para fortalecer la consistencia interpretativa, se aplicó triangulación por tipo de fuente, contrastando legislación vigente, documentos administrativos, pronunciamientos judiciales y literatura académica especializada. Asimismo, se preservó la trazabilidad de cada documento mediante el registro de su procedencia institucional y fecha de publicación, lo que permitió sustentar las interpretaciones en evidencia documental verificable.
El estudio se ajustó a principios de integridad académica y transparencia en el uso de fuentes públicas. Dado su carácter documental, no implicó intervención en población, manipulación de datos ni procedimientos de riesgo. Además, se respetaron los derechos de autor y las condiciones de uso de los documentos consultados, conforme a la normativa aplicable y a los términos de licenciamiento correspondientes.
Resultados
La Dirección General de Acreditación, Incorporación y Revalidación (DGAIR, 2007), adscrita a la Secretaría de Educación Pública (SEP), constituye el órgano responsable de otorgar, modificar o retirar el Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE) en el ámbito federal. Su competencia abarca todos los niveles de educación superior: técnico superior universitario, profesional asociado, licenciatura, especialidad, maestría y doctorado, en las modalidades escolarizada, no escolarizada y mixta.
De acuerdo con registros históricos de la DGAIR (2024), los primeros RVOE se emitieron en 1930 mediante acuerdo presidencial, otorgándose a instituciones que aún permanecen activas, entre ellas la Escuela Libre de Homeopatía de México I.A.P. y la Escuela Libre de Derecho. Posteriormente, en 1937 se incorporó el Instituto de Ciencias Sociales, Económicas y Administrativas (actual CESCIJUC), y en décadas siguientes se sumaron instituciones como la Escuela Bancaria y Comercial (1939), el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (1952), el Instituto Tecnológico Autónomo de México (1963) y la Universidad Iberoamericana (1981) (Limón, 2022). Estos antecedentes evidencian un proceso histórico de expansión gradual del reconocimiento oficial, asociado al fortalecimiento del sistema privado de educación superior en México.
En términos cuantitativos, hasta marzo de 2024 el sistema federal registra 33,871 programas académicos con RVOE, distribuidos en 2,691 instituciones particulares, lo que representa un incremento del 47.3% respecto a los 22,994 programas contabilizados en 2019 (Villalobos, 2020). Por nivel educativo, la mayor proporción corresponde a licenciatura (62%), seguida por maestría (26.3%), especialidad (7.9%), doctorado (2.7%) y técnico superior universitario (1%). En cuanto a la distribución por áreas del conocimiento, destacan Administración y Negocios (37%), Ciencias Sociales y Derecho (19.4%) y Educación (11.4%), seguidas de Ingeniería Civil y Manufactura (9.6%), Ciencias de la Salud (6.9%), Tecnologías de la Información y la Comunicación (6.1%) y Artes y Humanidades (5.6%) (DGAIR, 2024).
Respecto a la distribución territorial, la Ciudad de México y el Estado de México concentran la mayor oferta educativa privada con RVOE federal. En particular, registran 6,831 y 6,056 programas, respectivamente, lo que equivale al 38% del total nacional. Esta proporción se ha mantenido constante desde 2019, lo cual evidencia la centralización geográfica de la educación superior privada en la zona metropolitana (Villalobos, 2020). En consecuencia, uno de cada tres programas con validez oficial se imparte en estas dos entidades federativas, consolidando su papel como ejes estructurales del sistema educativo particular.
Asimismo, el análisis de los registros federales evidencia que un reducido número de corporativos universitarios concentra una proporción significativa de los RVOE vigentes y de la matrícula nacional. La Universidad del Valle de México (UVM) ocupa el primer lugar con 3,902 RVOE, seguida por el Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (ITESM) con 2,068, la Universidad del Desarrollo Profesional (UNIDEP) con 1,501, la Universidad Tecnológica de México (UNITEC) con 1,142 y la Universidad Anáhuac con 1,057 (DGAIR, 2024). En conjunto, las diez instituciones particulares con mayor número de RVOE concentran el 38.5% del total nacional, lo que equivale a más de una tercera parte de los programas reconocidos por la autoridad federal.
Tabla 1
Universidades particulares con mayor número de RVOE, planteles y matrícula en México (2024)
		Institución Particular
	RVOE
	Planteles
	Estudiantes

	Universidad del Valle de México (UVM)
	3,902
	46
	98,754

	Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (ITESM)
	2,068
	30
	59,949

	Universidad del Desarrollo Profesional (UNIDEP)
	1,501
	61
	11,878

	Universidad Tecnológica de México (UNITEC)
	1,142
	13
	100,941

	Universidad Anáhuac
	1,057
	11
	40,026

	Universidad Interamericana para el Desarrollo (UNID)
	917
	51
	27,198

	Universidad ICEL
	853
	11
	8,046

	Enseñanza e Investigación Superior (TEC Milenio)
	711
	38
	41,911

	Instituto Universitario del Centro de México (EDUCEM)
	455
	65
	17,676

	Universidad del Valle de Atemajac (UNIVA)
	435
	16
	10,532


Nota. Fuente: Dirección General de Acreditación, Incorporación y Revalidación (2024) y Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (ANUIES, 2023).
Según la ANUIES (2023), durante el ciclo escolar 2022-2023 México registró 5.19 millones de estudiantes en el nivel superior. De ellos, 416,911 alumnos se encontraban matriculados en las diez universidades privadas con más RVOE, lo que equivale al 8% de la matrícula nacional. En otras palabras, uno de cada doce estudiantes universitarios cursa estudios en alguna de estas instituciones privadas de gran escala.
Entre ellas, la UNITEC se posiciona como la universidad particular con mayor número de estudiantes (100,941), seguida muy de cerca por la UVM (98,754). Ambas pertenecen al mismo consorcio educativo, el cual concentra en conjunto 199,695 estudiantes, equivalente al 3.8% de toda la matrícula nacional. Asimismo, el ITESM (60,000 estudiantes) y TEC Milenio (42,000 estudiantes) —que integran otro conglomerado institucional— reúnen el 1.9% de la matrícula total. En conjunto, los cuatro principales corporativos privados del país (UVM, UNITEC, ITESM y TEC Milenio) concentran el 5.8% de la matrícula universitaria mexicana, lo que refleja una marcada oligopolización del sector educativo privado y plantea interrogantes sobre la equidad, la calidad y la regulación en la educación superior.
Los resultados expuestos muestran una estructura educativa privada altamente centralizada y concentrada, tanto en términos geográficos como institucionales. La expansión del RVOE federal ha permitido un crecimiento sostenido de la oferta educativa, pero también ha favorecido la consolidación de grupos universitarios corporativos con amplio poder económico y académico, capaces de dominar el mercado educativo nacional. 
Esta concentración pone en evidencia la necesidad de fortalecer los mecanismos de control, transparencia y supervisión en la autorización y seguimiento de los RVOE, así como de promover políticas que garanticen una distribución más equitativa y territorialmente equilibrada de la oferta educativa.
En consecuencia, los hallazgos obtenidos constituyen la base empírica para discutir, en el apartado siguiente, las implicaciones legales, administrativas y de gobernanza educativa derivadas de la coexistencia de competencias federales y estatales en materia de reconocimiento oficial y certificación profesional en México.
Discusión
Los hallazgos derivados del análisis documental confirman la complejidad normativa y administrativa del sistema mexicano de reconocimiento oficial de estudios superiores y certificación profesional, caracterizado por un marco regulatorio extenso, competencias compartidas y zonas de ambigüedad institucional. En coherencia con el enfoque cualitativo y hermenéutico-analítico adoptado, los resultados permiten comprender que el problema no se limita a un ajuste administrativo, sino que expresa tensiones estructurales asociadas a la gobernanza del sistema educativo superior, particularmente en lo relativo al Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE), la titulación universitaria y la emisión de cédulas profesionales.
En este marco, y en concordancia con Álvarez (2023), la denominada Cuarta Transformación no introdujo modificaciones sustantivas en el régimen jurídico de la educación superior privada, manteniéndose un esquema de regulación limitada y mecanismos de fiscalización insuficientes. Si bien la Ley General de Educación Superior (LGES) reafirma la figura del RVOE y establece disposiciones orientadas a la administración del reconocimiento oficial, los cambios identificados se presentan como ajustes de gestión que no transforman de manera significativa la estructura de competencias ni los procedimientos de supervisión estatal. Esto resulta relevante si se considera que, según los registros oficiales, hasta marzo de 2024 el sistema federal concentra 33,871 programas con RVOE vigentes distribuidos en 2,691 instituciones particulares, con una marcada concentración territorial en la Ciudad de México y el Estado de México (38% del total nacional) (DGAIR, 2024; Villalobos, 2020). Dicho escenario refuerza la necesidad de marcos regulatorios consistentes, dada la magnitud del sistema y sus efectos sobre la movilidad profesional y la legitimidad de los procesos de certificación.
Desde una perspectiva histórica, el Convenio de Coordinación SEP-entidades federativas, implementado entre 1974 y 1976, permitió la unificación nacional en la emisión de cédulas profesionales, consolidando un sistema relativamente estable por más de cuatro décadas. Sin embargo, la decisión del gobierno federal en 2018 de dar por terminada dicha coordinación fragmentó un modelo que operaba de forma articulada, originando un escenario de descoordinación intergubernamental. Aunque la modificación fue presentada como un proceso de modernización tecnológica y simplificación administrativa, en la práctica generó vacíos jurídicos y tensiones competenciales, favoreciendo la aparición de esquemas estatales de emisión de cédulas profesionales sin un reconocimiento nacional plenamente consolidado. Este hallazgo coincide con la evidencia documental de inconsistencias operativas y divergencias en los procedimientos, lo cual impacta directamente en egresados e instituciones.
En ese contexto, la ruptura del esquema coordinado evidencia un conflicto estructural entre centralismo jurídico y descentralización administrativa, donde la distribución de competencias no ha sido acompañada por una armonización normativa suficiente. Tal como advierte Díaz (2013), la Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional conserva márgenes de ambigüedad que permiten interpretaciones divergentes sobre el alcance de los títulos y la certificación profesional, situando a egresados y universidades ante escenarios de incertidumbre legal. En este punto, los hallazgos adquieren especial relevancia, pues muestran que la coexistencia de disposiciones federales y estatales no se resuelve únicamente mediante criterios administrativos, sino que exige una clarificación jurídica que preserve la unidad del sistema educativo y la seguridad jurídica del ejercicio profesional.
De manera complementaria, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN, 2023), en el amparo en revisión 466/2022 relativo al Estado de Jalisco, reafirma que la expedición de cédulas profesionales constituye una atribución de orden federal, lo cual delimita el margen de actuación estatal en este ámbito. No obstante, el análisis realizado sugiere que, mientras no se impulse una reforma estructural de la Ley Reglamentaria, persistirá un “limbo normativo” en el que coexisten prácticas paralelas de certificación y registro profesional. En consecuencia, se producen efectos de alta sensibilidad pública: restricción de la movilidad profesional, debilitamiento de la credibilidad institucional y mayor riesgo de desigualdad administrativa entre regiones del país.
Asimismo, los resultados muestran que el crecimiento del RVOE federal ha sido sostenido y acelerado, pero con una estructura marcadamente concentrada. Un número reducido de corporativos educativos concentra una proporción significativa de los programas con reconocimiento oficial y de la matrícula nacional. En particular, destaca la concentración institucional en universidades privadas de gran escala como UVM, UNITEC, ITESM y TEC Milenio, así como el hecho de que 416,911 estudiantes se encuentran matriculados en las diez instituciones particulares con mayor número de RVOE, lo que representa el 8% de la matrícula nacional (ANUIES, 2023; DGAIR, 2024). Estos datos refuerzan la importancia de fortalecer mecanismos de supervisión, transparencia y seguimiento institucional, no solo para garantizar calidad académica, sino también para preservar la legitimidad del reconocimiento oficial en un sistema crecientemente privatizado y territorialmente desigual.
Desde una perspectiva educativa y social, la coexistencia de esquemas federales y estatales en la expedición de cédulas profesionales trasciende el plano administrativo. Sus efectos se proyectan sobre la legitimidad de la certificación universitaria, la inserción laboral, la movilidad profesional y la confianza pública en las instituciones de educación superior. En tal sentido, la seguridad jurídica debe entenderse como un componente esencial del derecho a la educación y del derecho al trabajo profesional, particularmente cuando el Estado reconoce oficialmente un programa académico y, al mismo tiempo, genera condiciones institucionales que pueden dificultar su culminación formal plena.
En conclusión, el estudio permite sostener que la armonización normativa constituye una condición indispensable para restablecer la coherencia del sistema de certificación profesional en México. Una reforma integral de la Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional debería clarificar atribuciones, reconstruir mecanismos de coordinación entre la SEP y las entidades federativas, y garantizar validez nacional, transparencia y equidad en la expedición de títulos y cédulas. Solo mediante una política pública sostenida, con orientación de Estado y no sujeta a coyunturas sexenales, será posible consolidar un sistema de educación superior que combine autonomía institucional, responsabilidad pública y seguridad jurídica para los profesionistas del país.
Conclusiones
El estudio concluye que el reconocimiento oficial de los estudios superiores en México se estructura a partir de atribuciones federales y estatales vinculadas al otorgamiento del Reconocimiento de Validez Oficial de Estudios (RVOE) y a la emisión de documentos académicos, como el certificado de estudios y el título profesional. El análisis documental identifica que, desde 2018, la terminación de los mecanismos de coordinación nacional en la expedición de cédulas profesionales generó un escenario institucional de coexistencia entre cédulas federales y estatales, con superposición de procedimientos y competencias. Asimismo, se determinó que el amparo en revisión 466/2022, resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, delimitó el alcance de la actuación estatal en esta materia, sin que ello haya eliminado la dispersión regulatoria observada en diferentes entidades federativas. Finalmente, se establece que la reforma de la Ley Reglamentaria del Artículo 5.º Constitucional, relativa al Ejercicio de las Profesiones en la Ciudad de México, constituye el principal mecanismo normativo para precisar atribuciones y reducir ambigüedades en los procesos de certificación profesional.
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